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NOVENO PUNTO DEL ORDEN DEL DÍA 

Queja relativa al incumplimiento por Guatemala 
del Convenio sobre la libertad sindical y la 
protección del derecho de sindicación, 1948 
(núm. 87), presentada por varios delegados 
a la 101.ª reunión (2012) de la Conferencia 
Internacional del Trabajo en virtud del 
artículo 26 de la Constitución de la OIT 

1. En su 317.ª reunión (marzo de 2013), el Consejo de Administración decidió aplazar hasta 

su 319.ª reunión (octubre de 2013) la decisión de constituir una Comisión de Encuesta para 

examinar la queja presentada en virtud del artículo 26 de la Constitución de la OIT por 

varios delegados trabajadores de la 101.ª reunión (junio de 2012) de la Conferencia 

Internacional del Trabajo acerca del incumplimiento por parte de Guatemala del Convenio 

sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87). La 

decisión del Consejo de Administración se basó en el Memorándum de Entendimiento 

suscrito el 26 de marzo de 2013 entre el Presidente del Grupo de los Trabajadores del 

Consejo de Administración de la OIT y el Gobierno de Guatemala. 

2. En su 319.ª reunión (octubre de 2013), el Consejo de Administración decidió aplazar 

nuevamente hasta su 320.ª reunión (marzo de 2014) la decisión de constituir una Comisión 

de Encuesta. La decisión del Consejo de Administración se basó en las conclusiones de la 

Misión Tripartita de Alto Nivel que visitó Guatemala del 23 al 27 de septiembre de 2013, 

así como en la Hoja de ruta adoptada por el Gobierno de Guatemala en consulta con los 

interlocutores sociales del país con miras a agilizar la aplicación del Memorándum de 

Entendimiento antes mencionado. Adicionalmente, el Consejo de Administración pidió a 

la Oficina que proporcionara a la Mesa del Consejo de Administración, en su 320.ª reunión 

(marzo de 2014), información actualizada sobre los progresos alcanzados a la luz del 

párrafo 6 del documento GB.319/INS/7, y que incluyera la información proporcionada por 

el Gobierno y por las organizaciones de empleadores y de trabajadores de Guatemala. 

3. Por comunicación de fecha 26 de febrero de 2014, el Gobierno de Guatemala transmitió las 

observaciones del Gobierno relativas a la puesta en práctica de la Hoja de ruta. El 

Movimiento Sindical y Popular Autónomo Guatemalteco y la Coordinadora de los 

Sindicatos Globales en Guatemala, enviaron sus observaciones por comunicación de fecha 
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22 de febrero de 2014. El Movimiento Sindical, Indígena y Campesino Guatemalteco 

transmitió sus observaciones por comunicación de fecha 9 de marzo de 2014. El Comité 

Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF) 

envió sus observaciones por comunicación de fecha 27 de febrero de 2014. Un resumen de 

esos documentos se adjunta a la presente nota (véase anexo). El texto completo de estas 

comunicaciones se encuentra a disposición de los mandantes. 

Informaciones del Gobierno 

4. Según surge de las informaciones comunicadas por el Gobierno, se habrían adoptado las 

siguientes medidas en seguimiento a lo dispuesto en la Hoja de ruta: Violencia: i) se firmó 

un acuerdo con la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) por 

medio del cual ésta se comprometió a apoyar al Ministerio Público en el análisis de los 

casos específicos de violencia contra sindicalistas; ii) se trasladaron al Ministerio Público 

20 investigadores capacitados y se creó una nueva plaza de auxiliar fiscal en la unidad de 

sindicalistas; iii) se dictaron seis sentencias en relación con los 58 homicidios denunciados 

ante la OIT, y iv) el Ministerio de Gobernación, en el marco de la instancia de análisis de 

ataques contra sindicalistas, presentó una propuesta de protocolo de implementación de 

medidas de seguridad inmediata y preventiva a favor de líderes sindicales, trabajadores 

sindicalizados y trabajadores de sindicatos en formación. Proyectos de modificación de la 

legislación: i) en relación con las modificaciones a la legislación solicitadas por los 

órganos de control para ponerla en conformidad con los convenios sobre libertad sindical y 

negociación colectiva, el Ministerio de Trabajo y Previsión Social presentó, en el marco de 

la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo, un proyecto de reformas 

al Código del Trabajo (el sector trabajador presentó su proyecto de reformas y el sector 

empleador no realizó comentarios por el momento); ii) el Ministerio de Trabajo y 

Previsión Social presentó a la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del 

Trabajo un proyecto de iniciativa de reforma al Código del Trabajo referente al sistema 

sancionatorio de la Inspección General del Trabajo (el sector trabajador y el sector 

empleador presentaron sus propuestas; ante la falta de consenso, se enviaron las propuestas 

al Congreso de la República); Poder Judicial: i) se está implementando el acuerdo 

núm. 26-2012 que tiene por objetivo desarrollar mecanismos técnicos para la verificación 

de la ejecución de las sentencias, y ii) se solicitó a la OIT que diseñe un Diplomado 

Internacional de Actualización, Interpretación y Aplicación de los Convenios de la OIT 

dirigido a jueces y magistrados. Diálogo social: i) se prevé realizar talleres tripartitos de 

fortalecimiento del diálogo social; ii) se sometió a la Comisión Tripartita sobre Asuntos 

Internacionales del Trabajo para estudiar su posible ratificación los Convenios núms. 151 

y 189, y iii) se han establecido una mesa de productividad tripartita en el sector bananero y 

una mesa de diálogo tripartito del sur occidente. 

Informaciones de las organizaciones sindicales 

5. Los representantes del sector trabajador manifiestan lo siguiente: Violencia: i) en enero 

de 2014 se asesinó a un dirigente sindical, entre diciembre de 2013 y febrero de 2014 

fueron intimidados los dirigentes de varias organizaciones sindicales y a la fecha no se han 

esclarecido ninguno de los 65 casos (58 presentados ante el Comité de Libertad Sindical) 

de homicidios de dirigentes sindicales o sindicalistas ni las investigaciones se trasladaron a 

los tribunales de alto riesgo; ii) el acuerdo suscrito entre el sector trabajador y el Ministerio 

Público es positivo y se está discutiendo un instructivo para la investigación y persecución 

penal de los delitos contra sindicalistas; iii) no se ha otorgado un aumento presupuestario 

que permita un trabajo eficaz a la Unidad Especializada de Delitos contra Sindicalistas del 

Ministerio Público; iv) las mesas de diálogo creadas en el Ministerio de Gobernación no 

han dado resultados y persiste el esquema de falta de recursos y de análisis de riesgo. 
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Proyectos de modificación de la legislación: i) el Ministerio de Trabajo entregó 

recientemente a los integrantes de la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del 

Trabajo una propuesta de modificación del Código del Trabajo; ii) las autoridades han 

iniciado una campaña pública negativa en relación con las modificaciones al Código del 

Trabajo recomendadas por los órganos de control de la OIT; iii) en materia de Inspección 

de Trabajo (poder sancionatorio) el Gobierno envió al Congreso un proyecto de ley 

rechazado por el movimiento sindical. Poder Judicial: i) persiste el incumplimiento de las 

sentencias judiciales (se alega que en algunos casos se reintegra a los trabajadores y luego 

se los vuelve a despedir), y ii) no se han observado cambios que mejoren la celeridad de 

los procesos judiciales. Diálogo social: i) al Consejo Económico y Social no se le asignan 

los recursos suficientes para su buen funcionamiento; ii) en la Comisión Tripartita sobre 

Asuntos Internacionales del Trabajo, el Gobierno y el sector empleador obstaculizan la 

toma de decisiones (alegan que por ejemplo no se ha podido aún nombrar al mediador de 

la Comisión de Resolución de Conflictos sobre Libertad Sindical y Negociación Colectiva 

constituida en agosto de 2013), y iii) no se ha implementado ninguna campaña de 

sensibilización sobre la libertad sindical. 

Informaciones del CACIF 

6. Los representantes del sector empleador manifiestan lo siguiente: Violencia: i) el CACIF 

ha solicitado reiteradamente a la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del 

Trabajo y al Ministerio de Trabajo, formar parte de la Mesa Sindical Permanente, que 

reúne al Ministerio Público, Ministerio de Gobernación, Ministerio de Trabajo y 

organizaciones sindicales, la cual ha ofrecido un espacio de diálogo sobre la protección de 

los dirigentes y miembros de sindicatos; ii) el Ministro de Gobernación creó el Protocolo 

que establece el mecanismo de protección y seguridad inmediata para defensores de 

derechos humanos, el cual establece el otorgamiento de seguridad preventiva perimetral o 

puesto fijo para dirigentes sindicales, para posteriormente realizar un estudio de riesgo en 

cuanto al denunciante y se fortaleció la Unidad de Delitos contra Sindicalistas al 

asignársele un mayor número de investigadores especializados permanentes; iii) en 

relación con los 58 homicidios de dirigentes sindicales y sindicalistas se ha dictado 

sentencia en seis casos, y iv) se han llevado a cabo actividades de capacitación de los 

fiscales e investigadores. Proyectos de modificación de la legislación: el Presidente de la 

República presentó al Congreso de la República, la iniciativa de ley núm. 4703, para 

reformar el Código del Trabajo en materia de faltas de trabajo y previsión social. Diálogo 

social: i) la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo intensificó sus 

reuniones semanales y, desde el mes de noviembre de 2013, la comisión se reúne todos los 

martes y jueves, para darle continuidad y seguimiento a lo acordado, como parte del 

fortalecimiento al diálogo social tripartito; ii) se está llevando a cabo un proceso de 

selección del mediador de la Comisión de Tratamiento de Conflictos ante la OIT en 

materia de libertad sindical y negociación colectiva; y iii) dentro de los esfuerzos en 

materia de diálogo social conviene resaltar la Mesa de Productividad en el Departamento 

de Izabal, de integración tripartita, que resulta un precedente importante que ha logrado un 

espacio de diálogo sostenido entre las partes. 

Informaciones de la Oficina 

7. Cabe resaltar, en primer lugar, que la presencia, asistencia y apoyo a los mandantes del 

Representante del Director General en Guatemala ha sido muy apreciada por éstos y ha 

permitido identificar los temas a abordar y posibles vías de solución a los mismos. Otro 

aspecto relevante es que el diálogo social se sigue realizando con asiduidad en el marco de 

la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo y que la Fiscalía ha 

recibido capacitación para sus investigadores de actos de violencia contra sindicalistas. Sin 
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embargo, los problemas pendientes siguen sin evolucionar al ritmo deseado. La cadencia 

de los actos de violencia graves contra dirigentes sindicales y sindicalistas parece haber 

disminuido, pero se sigue sin identificar o condenar a los autores. La modificación de la 

legislación solicitada por los órganos de control de la OIT no ha cristalizado todavía en un 

proyecto sometido al Congreso que dé seguimiento a las recomendaciones de los órganos 

de control. La campaña nacional de sensibilización en materia de libertad sindical y 

negociación colectiva, a la que se había comprometido la Vicepresidenta de la República, 

sigue pendiente de realización. Por otra parte, no se ha nombrado aún al mediador de la 

Comisión de Resolución de Conflictos sobre Libertad Sindical y Negociación Colectiva y 

convendría que se hiciera lo antes posible. Por último, se han llevado a cabo algunas 

actividades de capacitación a inspectores de trabajo.  

Proyecto de decisión 

8. Teniendo en cuenta lo anterior y la información contenida en el anexo al 

presente documento, el Consejo de Administración decide aplazar la decisión de 

constituir una Comisión de Encuesta hasta su 322.ª reunión (noviembre de 2014) 

e incluir este punto en el orden del día de su 322.ª reunión (noviembre de 2014). 
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Anexo 

Informaciones recibidas del Gobierno y de las organizaciones 
de trabajadores y empleadores de Guatemala 

I. Informe del Gobierno de Guatemala  

1. Por comunicación de 26 de febrero de 2014, el Gobierno envía el informe sobre los 

avances obtenidos en el cumplimiento de la Hoja de ruta y el cronograma aprobado en la 

Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo el 17 de octubre de 2013.  

Puntos de la Hoja de ruta y cronograma 

Punto 1: Seguimiento de la investigación de los 58 casos de 
asesinatos de sindicalistas y los demás casos denunciados 

2. El 24 de septiembre de 2013 se suscribió un Convenio de colaboración entre la Comisión 

Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) y el Ministerio Público (MP). El 

MP se comprometió a: a) Establecer un mecanismo de coordinación con la CICIG para el 

análisis de casos específicos de violencia en contra de sindicalistas, y b) coordinar con la 

CICIG la realización de análisis de patrones criminales en casos paradigmáticos de ataques 

y violencia en contra de sindicalistas que sean conocidos por las distintas Unidades y 

Fiscalías del Ministerio Público. Por su parte, la CICIG se comprometió a apoyar al MP en 

el análisis de casos específicos de violencia en contra de sindicalistas, haciendo 

recomendaciones encaminadas a fortalecer la investigación de dichos casos. 

3. Indica el Gobierno que en cumplimiento al convenio mencionado se trasladaron a la 

CICIG los 58 casos investigados por el MP, con el fin de que continúe con el proceso de 

investigación en cada uno de los casos asignados. 

Informe del Ministerio Público a la Comisión Tripartita 
sobre Asuntos Internacionales de Trabajo 

4. La Fiscal General de la República y Jefa del Ministerio Público, elaboró y presentó el 

20 de febrero de 2014 a la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo 

el Informe titulado «Abordaje de Delitos Contra Sindicalistas» en el cual se dan a conocer 

los avances de las investigaciones de los 58 casos de asesinato de posibles sindicalistas. 

Dicho informe contiene además, el estado actual de las investigaciones relativas a 

12 nuevos casos de denuncias de asesinatos.  

El Ministerio de Gobernación contrata y traslada 20 investigadores 
debidamente capacitados, al Ministerio Público con la finalidad 
de fortalecer las investigaciones y la persecución penal 

5. Como parte de los esfuerzos realizados por el Estado de Guatemala y en cumplimiento del 

Estado de Derecho, el Ministerio Público y el Ministerio de Gobernación crearon lazos de 

cooperación interinstitucional para fortalecer las investigaciones y la persecución penal. 

Dando como resultado que el Ministerio de Gobernación efectuara el traslado de 

20 investigadores debidamente capacitados al servicio de las Fiscalías del Ministerio 

Público.  
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Punto 2: Expedito enjuiciamiento y condena de los autores 
materiales e intelectuales de los crímenes para asegurar 
que la impunidad no sea tolerada  

Estado actual de los 58 casos investigados por el Ministerio Público 

6. El Ministerio Público (MP) informó sobre el estado actual de los 28 casos judicializados: 

en cuatro casos se encuentran con extinción de la responsabilidad penal; 13 casos con 

orden de aprehensión; seis casos en los cuales se dictó sentencia; y cinco casos pendientes 

de la apertura a juicio. 

7. Las sentencias emitidas por los órganos jurisdiccionales se refieren a los siguientes casos: 

Caso 1: Luis Arturo Quinteros Chinchilla (caso núm. 2445 ante el Comité de Libertad 

Sindical (CLS)); Caso 2: Pedro Zamora Álvarez (caso núm. 2540 ante el CLS); Caso 3: 

Diego Chití Pu (caso núm. 2609 ante el CLS); Caso 4: Sergio Alejandro Ramírez Huezo 

(caso núm. 2609 ante el CLS); Caso 5: Pedro Ramírez de la Cruz (caso núm. 2609 ante el 

CLS); Caso 6: Matías Mejía Hernández (caso núm. 2609 ante el CLS). 

Se nombró a un fiscal para la fiscalía de delitos contra sindicalistas del MP 

8. El MP, con el objetivo de fortalecer y acelerar las actuaciones de la Unidad de 

Sindicalistas y para que pueda operar de forma eficiente y efectiva en el desempeño de sus 

responsabilidades, el 25 de noviembre de 2013 autorizó la creación de una nueva plaza de 

trabajo, denominada Auxiliar Fiscal II. 

Se dictó la instrucción núm. 05-2013 para dar seguimiento 
a las investigaciones de los delitos de desobediencia 
de una orden judicial 

9. En cumplimiento a lo establecido en acuerdos internacionales y a la legislación nacional el 

MP dictó el instructivo general para regular la persecución de las resoluciones dictadas por 

jueces y tribunales de trabajo y previsión social, núm. 05-2013 de fecha 24 de julio 

de 2013. En su artículo 1 establece el objetivo del instrumento, «el cual es regular los 

procedimientos para hacer efectiva la persecución penal del delito de desobediencia 

cometido en ocasión de incumplimiento de órdenes judiciales donde se halla certificado lo 

conducente para la persecución penal». Según la legislación nacional la persecución penal 

está a cargo de la Fiscalía Especial de Delitos contra Sindicalistas y Fiscalía de Derechos 

Humanos. El artículo 6 del instructivo, establece: «Concurso de delitos, en la investigación 

del delito de desobediencia por el incumplimiento de una sentencia dictada por un órgano 

jurisdiccional de trabajo y previsión social, es necesario establecer si existe la posibilidad 

de que concurra entre otros los delitos de: a) discriminación por motivos antisindicales; 

b) coacción; c) amenazas». Asimismo, verificará si existen antecedentes de atentados 

contra la vida e integridad personal o libertad de los miembros de la organización sindical 

o comité ad hoc, por reivindicación de derechos laborales. 

Se realizó una solicitud formal por parte del MP a la comisión 
de finanzas y moneda del congreso de la República, 
con el propósito de aumentar su presupuesto 

10. El 2 de diciembre de 2013, mediante oficio núm. DFG-758-2013, el MP se dirigió al 

Presidente de la Comisión de Finanzas y Moneda del Congreso de la República. El 

Congreso de la República se abstuvo de aprobar el presupuesto general de gastos de 

ingresos y egresos del Estado presentado para 2014, pero la propuesta sigue siendo 

considerada por la Comisión de Finanzas.  
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Punto 3: Fortalecer los mecanismos de prevención, protección y reacción 
en contra de amenazas y atentados a líderes sindicales, trabajadores 
sindicalizados y otros que estén tratando de organizarse en sindicatos 

Se crea la instancia de análisis de ataques contra defensores 
de derechos humanos en Guatemala a efecto de mejorar 
y dar cumplimiento a los acuerdos interinstitucionales 

11. El Ministerio de Gobernación, con fecha 10 de enero de 2012, creó la Instancia de Análisis 

de Ataques contra Defensores de Derechos Humanos en Guatemala, mediante acuerdo 

ministerial núm. 09-2012, con el fin de mejorar y darle cumplimiento a los acuerdos 

interinstitucionales, cuya función según su artículo 1 es: «... analizar en contexto, los 

patrones de ataques en contra de defensores de derechos humanos, a través de una 

metodología científica definida y aprobada por los integrantes de la misma». La Comisión 

estará adscrita al Viceministerio de Seguridad y se encuentra integrada por el Ministerio 

Público y la Comisión Presidencial Coordinadora del Ejecutivo en Materia de Derechos 

Humanos. 

12. El Estado de Guatemala, en cumplimiento al acuerdo ministerial núm. 09-2012, elabora 

mecanismos de prevención de riesgo y de ataques contra sindicalistas, tales como la 

prevención y reacción inmediata desde el conocimiento de la denuncia presentada por las 

víctimas ante la autoridad competente. 

Reestructuración y fortalecimiento de la instancia de ataques contra 
defensores de derechos humanos del ministerio de gobernación 

13. Para el efecto, los representantes de los trabajadores sindicalizados se reunirán en períodos 

ordinarios, cuya función principal es el estudio de patrones de ataques a defensores de 

derechos humanos y elaborar recomendaciones de investigación al Ministerio Público que 

coadyuven en la investigación criminal y sean sentenciados condenatoriamente los 

responsables. Para efectuar las investigaciones pertinentes, se crea una estructura 

organizacional del recurso humano adecuado. 

Fortalecimiento de los mecanismos de prevención de delitos y protección 
de sindicalistas con la conformación de un grupo de 20 investigadores 

14. La Policía Nacional Civil, el 18 de febrero de 2014, informó a los integrantes de la 

Instancia de Análisis de Ataques contra Defensores de Derechos Humanos en Guatemala 

sobre la conformación del grupo de 20 investigadores. La coordinación y asesoría del 

grupo está a cargo de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Gobernación. 

Se informó también de la creación de grupos de trabajo especializados en investigación 

para cada una de las unidades que integran la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos 

del Ministerio Público; en este contexto, se asignaron a las unidades fiscales de delito 

contra periodistas, sindicalistas, operadores de justicia y activistas de derechos humanos 

cuatro investigadores permanentes para mejorar los resultados en la investigación criminal 

de la Policía Nacional Civil. 

El Ministerio de Gobernación propuso a la Comisión Tripartita sobre Asuntos 
Internacionales del Trabajo, mecanismos para prevenir proteger y reaccionar 
ante amenazas y atentados contra sindicalistas a través de un protocolo 
y un borrador de reformas al acuerdo ministerial núm. 241-2013 

15. El Ministerio de Gobernación, presentó el 20 de febrero de 2014 una propuesta de 

protocolo de implementación de medidas de seguridad inmediata y preventiva en favor de 

las y los defensores de derechos humanos con el objeto de fortalecer los mecanismos de 

prevención, protección, reacción de amenazas y atentados en contra de líderes sindicales, 

trabajadores sindicalizados y otros que estén tratando de organizarse en sindicatos. Este 

protocolo, implementa mecanismos de alerta y protección de la Unidad de Protección de 

Derechos Humanos para la Protección de Periodistas y Líderes Sindicales.  
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16. Asimismo, autoridades de dicho ministerio presentaron un borrador de las reformas al 

acuerdo ministerial núm. 241-2013, el cual creó la Mesa Técnica Sindical de Protección 

Integral. La reforma propuesta consiste en integrar a la Mesa Técnica al sector de los 

empleadores, quienes participarán juntamente con los representantes de las organizaciones 

sindicales, en calidad de integrantes y no de invitados.  

Punto 4: Promover la participación directa de las víctimas 
y de las organizaciones sindicales a lo largo de las etapas 
de investigación criminal y del proceso penal 

Creación de la mesa de análisis de casos con centrales sindicales 

17. El Ministerio Público y las organizaciones sindicales suscribieron el 30 de agosto de 2013 

un Acuerdo de Cooperación con el fin de establecer una mesa de diálogo en la cual se 

mantenga informado al sector sindical. A su vez, éste deberá prestar la cooperación 

necesaria en las investigaciones que realiza el Ministerio Público. La mesa de diálogo está 

integrada por la Federación Nacional de Sindicatos de Trabajadores del Estado de 

Guatemala (FENASTEG), la Confederación Central General de Trabajadores de 

Guatemala (CGTG), la Unión Sindical de Trabajadores de Guatemala (UNSITRAGUA), la 

Confederación de Unidad Sindical de Guatemala (CUSG), la Federación Sindical de 

Trabajadores de la Alimentación, Agroindustria y Similares de Guatemala (FESTRAS), la 

Federación de Trabajadores Campesinos y Urbanos (FETRACUR), la Central de 

Trabajadores del Campo (CTC). Dicha mesa se ha reunido en las fechas siguientes: el 7 de 

marzo, el 8 de abril, el 16 de julio, el 13 y el 27 de agosto, 24 de septiembre, 25 de 

noviembre de 2013 y 7 de enero y 17 de febrero de 2014. En aras del cumplimiento de la 

Hoja de ruta, la Fiscal General de la República y Jefa del Ministerio Público informa 

continuamente sobre las investigaciones de cada uno de los casos y sus resultados.  

Punto 5: El Gobierno debe tomar acciones urgentes, en consulta con 
los mandantes tripartitos, para proponer enmiendas al Código del 
Trabajo y a las demás leyes pertinentes que incorporen las enmiendas 
propuestas desde larga data por los órganos de control de la OIT 

Acciones urgentes en consulta con los mandantes tripartitos 
que proponen enmiendas al Código del Trabajo 

18. Inmediatamente aprobada la Hoja de ruta por el Consejo de Administración de la OIT, el 

Ministerio de Trabajo y Previsión Social trabajó en un proyecto de reformas al Código del 

Trabajo. Dicho proyecto fue enviado a los mandantes tripartitos el 10 de diciembre 

de 2013. Desde ese momento, el proyecto quedó abierto al diálogo y discusión, con la 

finalidad de tomar las determinaciones necesarias que provinieran del consenso de los tres 

sectores. La entrega formal de las propuestas se llevó a cabo en reunión de la Comisión 

Tripartita de fecha 12 de diciembre de 2013. 

Reuniones de la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales 
del Trabajo, en las que no hubo consenso sobre las reformas 
al Código del Trabajo 

19. En fecha 21 de enero de 2014 se incorporó en la agenda de la Comisión Tripartita el 

punto 5 de la Hoja de ruta. No obstante, no hubo reacción de los mandantes sobre la 

propuesta ya que la reunión de la comisión fue cancelada por falta de quórum. Se 

incorporó nuevamente el punto en la agenda de la Comisión Tripartita en fecha 23 de enero 

de 2014, pero la reunión fue cancelada por falta de quórum, sin que hubiera reacción de los 

mandantes sobre la propuesta. En reunión núm. 10-2014, de fecha 13 de febrero de 2014, 

el Ministro de Trabajo resaltó que este proyecto había sido entregado varias semanas antes, 

por lo que solicitó a los mandantes tripartitos sus propuestas al respecto. El sector 

trabajador informó que no tenían observaciones en ese momento, pero que ya habían 

trabajado sobre ellas y que tenían sus observaciones bastante avanzadas. El sector de los 
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empleadores informó que este tema ya había sido inscrito como punto principal de agenda 

en varias reuniones anteriores de la Comisión Tripartita, sin haberse discutido, por lo que 

manifestaron su postura de estar a la espera de las propuestas del sector trabajador, para 

trabajar sobre ellas. Ante esta situación, el Ministro de Trabajo recordó el vencimiento del 

plazo en el cronograma y en la Hoja de ruta. El Ministerio de Trabajo y Previsión Social 

solicitó a los sectores que trajeran sus propuestas el martes 18 de febrero. La reunión del 

martes 18 de febrero de 2014, en la que se trataría este punto, fue cancelada nuevamente, 

por falta de quórum del sector trabajador. 

Propuesta de reforma al Código del Trabajo presentada a la Comisión 
Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo 

20. El sector de los trabajadores, en fecha 20 de febrero de 2014, en reunión núm. 12-2014 de 

la Comisión Tripartita, entregó al Ministerio de Trabajo y Previsión Social sus propuestas 

al proyecto de reformas al Código del Trabajo. El sector empleador está trabajando en sus 

observaciones para continuar con la discusión de este punto en siguientes reuniones de la 

Comisión Tripartita. 

Punto 6: Reformas legislativas que permitirán a la inspección 
general de trabajo cumplir con su mandato de velar de manera 
efectiva por la aplicación de la legislación laboral 

El Ministerio de Trabajo y Previsión Social presentó a la Comisión 
Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo, el proyecto 
de iniciativa de reforma al Código del Trabajo referente al sistema 
sancionatorio de la inspección general de trabajo 

21. En cumplimiento de lo dispuesto en la Hoja de ruta, los mandantes tripartitos se 

comprometieron a consensuar un proyecto de iniciativa que concediera a la Inspección 

General de Trabajo las facultades necesarias para cumplir con su mandato de velar de 

manera efectiva por la aplicación de la legislación laboral. En razón de lo anterior, en 

reunión de fecha 12 de diciembre de 2013, el Ministro de Trabajo y Previsión Social 

realizó una presentación formal sobre el procedimiento que está incluido en el proyecto de 

reformas al Código del Trabajo que fuera entregado al Congreso de la República el 25 de 

junio de 2013. Este proyecto formó parte del Acuerdo de Buena Fe, suscrito entre el 

Gobierno de Guatemala con los Estados Unidos de América, en el marco del DR-CAFTA.  

22. En reunión de fecha 17 de diciembre de 2013 se discutió el tema en el seno de la Comisión 

Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo. El sector empleador se encontraba en 

ese momento preparado para discutir el proyecto, pero no así el sector trabajador. Se 

conoció el tema nuevamente en reunión de fecha 19 de diciembre de 2013. No obstante se 

constató que no existía propuesta del sector trabajador. El sector empleador entregó su 

propuesta en ese momento. En reunión núm. 01-2014 de la Comisión Tripartita, de fecha 

7 de enero de 2014, el sector trabajador manifestó que aún debían consensuar el proyecto 

que se haría llegar a la mesa tripartita. El Ministro de Trabajo solicitó que el sector 

trabajador enviara por escrito su propuesta antes de la siguiente reunión. Las propuestas 

del sector trabajador se recibieron en el despacho del Ministro de Trabajo y Previsión 

Social, en fecha 9 de enero de 2014.  

23. En reunión núm. 03-2014, de fecha 16 de enero de 2014, ya con las propuestas de ambos 

sectores, éstos hicieron una exposición de sus observaciones para posteriormente abrir una 

deliberación. En la referida reunión se constató que existían dos visiones distintas sobre 

cómo encaminar el proceso de resolución que condujera a una sanción; por un lado, agotar 

la vía contenciosa administrativa, y por otra parte que sea en el marco de los tribunales 

ordinarios de trabajo. Luego de una larga deliberación y discusión por parte de los sectores 

involucrados, el Ministro de Trabajo decidió dar por agotada la consulta y enviar los 

antecedentes al Congreso de la República para que cuenten con elementos de juicio, con la 

finalidad que dicho órgano tome la determinación que corresponda. La razón de esta 
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decisión se debió a la divergencia de visiones de las partes sobre el órgano que debía tener 

la responsabilidad de emitir la sanción y ante el vencimiento del plazo acordado en el 

cronograma para su entrega al Congreso de la República.  

24. El Ministerio de Trabajo y Previsión Social envió las propuestas a las distintas Comisiones 

del Congreso de la República el 23 de enero de 2014, siendo éstas: Comisión Laboral, 

Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales y Presidencia del Congreso de la 

República, cumpliendo con el plazo establecido en el punto 6 de la Hoja de ruta. 

Punto 7: Con el fin de fortalecer el Estado de derecho en Guatemala, 
es importante y urgente que las sentencias de los tribunales laborales 
sean cumplidas y ejecutadas 

25. En cumplimiento de la Hoja de ruta de la OIT y el plan de ejecución del CAFTA-DR, a 

través del organismo judicial se implementó y se desarrollaron mecanismos técnicos para 

la verificación del cumplimiento de ejecución en sentencias. Este compromiso ya se 

encontraba reflejado e implementado en el punto 11 del plan de ejecución del CAFTA-DR, 

el cual hace referencia al acuerdo núm. 26-2012, que instituyó la Unidad de Verificación 

del Poder Judicial para verificar el cumplimento del patrono, sobre todas las órdenes 

judiciales en materia laboral. La implementación del acuerdo ha dado como resultados la 

creación de procedimientos internos instituyendo las funciones de Ministro Ejecutor, las 

cuales se enumeran a continuación: a) practicar los actos de reinstalación y demás 

diligencias especiales; b) verificar el cumplimiento de las reinstalaciones y demás 

diligencias especiales siendo éstas: requerimiento de pago; reinstalación de trabajadores; 

embargo con carácter de intervención de empresa; secuestro de bienes muebles; conteo o 

recuento de trabajadores que apoyan un movimiento de huelga; c) documentar en acta y en 

medio digital la realización de las diligencias especiales en materia laboral, y d) apoyar al 

personal auxiliar de los órganos jurisdiccionales y administrativos del interior del país que 

deban practicar diligencias especiales en materia laboral. 

26. El organismo judicial ha desarrollado capacitaciones en las distintas dependencias 

judiciales, para dar a conocer las funciones anteriormente descritas, así como el Manual de 

Diligencias Especiales y Verificaciones (Manual para la utilización del SGT primera 

edición). Las capacitaciones fueron realizadas por docentes del Centro de Administración 

de Justicia Laboral y la Dirección de Gestión Laboral, en las siguientes localidades: 

Guatemala, Escuintla, Chiquimula, Huehuetenango, Quetzaltenango, Alta Verapaz y 

Peten; las cuales fueron impartidas del 13 al 28 de noviembre de 2013. 

27. La Unidad de Verificación del Poder Judicial para ejemplificar su trabajo, proporcionó 

información reciente respecto del cumplimiento de resoluciones de sanciones de los 

últimos años. Número de sentencias dictadas por faltas a las leyes laborales: en 2009, 1; en 

2010, 13; en 2011, 21; en 2012, 30; en 2013, 93; en 2014, 19. Número de multas pagadas: 

en 2009, 69; en 2010, 227; en 2011, 367; en 2012, 302; en 2013, 901; en 2014, 174. 

Número de casos en que se certificó lo conducente, por delito de desobediencia ante falta 

de pago de sanciones: en 2013, 129 y en 2014, 50.  

La Oficina de la Organización Internacional de Trabajo, fortalecerá 
al organismo judicial a través del Diplomado Internacional de 
Actualización, Interpretación y Aplicación de los Convenios de la OIT 

28. El 11 de febrero del presente año, se solicitó al Sr. Sergio Paixao Pardo, representante del 

Director de OIT en Guatemala, la realización de diseño de una malla académica que 

estructure los diferentes cursos que pudieran impartirse en un «Diplomado Internacional de 

Actualización, Interpretación y Aplicación de los Convenios de la OIT». El diplomado será 

dirigido a jueces y magistrados de trabajo y previsión social de la República de Guatemala, 

al personal auxiliar de tribunales de trabajo y previsión social, al personal de Cámara de 

Amparo y al Antejuicio de la Corte Suprema de Justicia.  
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El organismo judicial y el Ministerio Público realizan esfuerzos conjuntos 
para garantizar el efectivo cumplimiento de las sentencias dictadas 
por los juzgados de trabajo y previsión social 

29. Tal como se ha mencionado anteriormente, el Ministerio Público dictó un instructivo 

general para regular la persecución de las resoluciones dictadas por jueces y tribunales de 

trabajo y previsión social, núm. 05-2013, de fecha 24 de julio de 2013. En su artículo 1 

establece: «el objetivo del instrumento, el cual es regular los procedimientos para hacer 

efectiva la persecución penal del delito de desobediencia cometido en ocasión de 

incumplimiento de órdenes judiciales donde se halla certificado lo conducente para la 

persecución penal». 

Punto 8: Medidas para el fortalecimiento de las instituciones del Estado, entre 
otras el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, el Ministerio Público, la Unidad 
Especializada en Derechos Humanos del Ministerio de Gobernación, el Poder 
Judicial, el Poder Legislativo, la Procuraduría de Derechos Humanos así como 
los interlocutores sociales en materia de libertad sindical y negociación colectiva 
y respecto de las cuestiones relacionadas con el diálogo social 

Fortalecimiento del Ministerio de Trabajo y Previsión Social 
y, especialmente, de la Inspección General de Trabajo 

30. Dentro de los mecanismos de fortalecimiento al Ministerio de Trabajo y Previsión Social 

se encuentra la nueva organización y estructura de la Inspección General de Trabajo en 

materia de organización, capacidad administrativa y programas permanentes modernos y 

simplificados, primordialmente relacionados con la atención de sus funciones sustantivas, 

que es la preventiva, conciliadora y fiscalizadora, así como mejorar la producción de 

información estadística confiable y oportuna, integrando datos de todas las oficinas del 

país. La nueva organización administrativa fortalece a nivel ministerial la creación de los 

puestos de dirección de cada una de las delegaciones departamentales. 

31. El Ministerio de Trabajo y Previsión Social generó una nueva integración y estructura 

funcional de la Inspección General de Trabajo para el Departamento de Guatemala. El 

ámbito territorial de competencia de la Delegación Departamental de Guatemala se 

extiende a todos los municipios del Departamento de Guatemala. El cambio permite hoy 

que el Inspector General de Trabajo, sea un funcionario de carácter nacional, con funciones 

de planificación y ejecución a nivel nacional. Esto garantiza el servicio nacional de 

inspección y cumplimiento de las leyes en todo el país. 

32. Indica el Gobierno que a lo largo de 2013, el Ministerio de Trabajo adoptó e implementó 

una serie de protocolos, acuerdos ministeriales y convenios interinstitucionales para 

mejorar la eficacia de la Inspección de Trabajo incluyendo, entre otros: el acuerdo 

ministerial núm. 234-2012 que instituye el Protocolo especial de investigación sobre 

libertad sindical y negociación colectiva; el acuerdo ministerial núm. 111-2013 que adopta 

el instructivo para atender los casos donde exista denuncia o conocimiento de un cierre o 

disolución en proceso o un cierre o disolución inminente de una empresa o centro de 

trabajo sin el respectivo pago de las prestaciones laborales; el Convenio Marco 

Interinstitucional de cooperación para el intercambio de información entre el Ministerio de 

Trabajo y Previsión Social, el Ministerio de Economía y la Superintendencia de 

Administración Tributaria; y el Convenio Interinstitucional sobre el procedimiento en 

casos de resistencia a la labor de los inspectores de trabajo. 

33. El Gobierno manifiesta que las distintas iniciativas de fortalecimiento institucional 

mencionadas en los párrafos anteriores se reflejan en las estadísticas de la Inspección 

General de Trabajo, por ejemplo en materia de incidentes presentados por la Inspección 

(3 611 en 2013 en comparación con 1 715 en 2012) y de sentencias judiciales obtenidas 

(1 521 en 2013 en comparación con 785 en 2012). 
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Fortalecimiento del Ministerio Público 

34. El Ministerio Público y el Departamento de Normas Internacionales del Trabajo de la OIT 

suscribieron el 10 de julio de 2012 el «Protocolo de intención entre el Ministerio Público 

de Guatemala y el Departamento de Normas Internacionales del Trabajo – OIT». Dicho 

Protocolo tiene como objetivo: 1) establecer relaciones de cooperación e intercambio de 

información en materia de normas internacionales del trabajo y en particular sobre: el 

derecho internacional del trabajo; 2) establecer los mecanismos de control de la aplicación 

de las normas internacionales del trabajo de la OIT, y 3) fortalecer las relaciones entre 

derecho interno y derecho internacional del trabajo. 

35. El Ministerio Público, con el objetivo de fortalecer y acelerar las actuaciones de la Unidad 

de Sindicalistas y para que puedan operar de forma eficiente y efectiva en el desempeño de 

sus responsabilidades, el 25 de noviembre de 2013 autorizó la creación de una nueva plaza 

de trabajo, denominada Auxiliar Fiscal II, para fortalecer a la Fiscalía de Delitos contra 

Sindicalistas 

Fortalecimiento del Ministerio de Gobernación 

36. Tal como mencionado anteriormente, la Policía Nacional Civil, el 18 de febrero de 2014, 

informó a los integrantes de la Instancia de Análisis de Ataques contra Defensores de 

Derechos Humanos en Guatemala sobre la conformación del grupo de 20 investigadores, 

cuya coordinación y asesoría está a cargo de la Dirección de Derechos Humanos del 

Ministerio de Gobernación, así como sobre la creación de grupos de trabajo especializados 

en investigación para cada una de las unidades que integran la Fiscalía de Sección de 

Derechos Humanos del Ministerio Público, integrada por las unidades fiscales de delito 

contra periodistas, sindicalistas, operadores de justicia y activistas de derechos humanos. 

Se asignaron a la Unidad cuatro investigadores permanentes para mejorar los resultados de 

la función de auxiliar técnico en la investigación criminal de la Policía Nacional Civil. 

Fortalecimiento del Poder Judicial (se reitera lo manifestado en el punto 7) 

Fortalecimiento de la Procuraduría de los Derechos Humanos 

37. Otro de los avances realizados en cumplimiento a las medidas para el fortalecimiento de 

las instituciones del Estado es el compromiso establecido el 27 de agosto de 2013, en el 

que la Procuraduría de los Derechos Humanos de la República y el Departamento de 

Normas Internacionales del Trabajo de la Organización Internacional del Trabajo, firmaron 

el «Memorándum de Entendimiento entre la Procuraduría de los Derechos Humanos de la 

República de Guatemala y la Organización Internacional del Trabajo mediante el 

Departamento de Normas Internacionales del Trabajo». Con el compromiso de ambas 

entidades, en el marco de sus posibilidades financieras y disponibilidad de su personal en 

colaborar en la realización de actividades que abarcaran preferentemente los siguientes 

aspectos: intercambio de material bibliográfico y didáctico, particularmente decisiones, 

informes de los organismos de control de aplicación de las normas de la OIT; 

documentación de la OIT relacionada con la normas internacionales del trabajo y temas 

relacionados, así como organizar conferencias, seminarios y cursos de capacitación para 

procuradores y funcionarios de la Procuraduría, en materia de común interés. Realización 

conjunta de estudios y proyectos de investigación en temas de mutuo interés; realización 

conjunta de estudios y proyectos de investigación y desarrollo que cualquiera de las partes 

tenga en ejecución, intercambiando información, docente, investigadores y técnicos. La 

Procuraduría de los Derechos Humanos, en el ejercicio de su competencia actuará entre las 

autoridades nacionales en lo que respecta al seguimiento de casos de violencia antisindical 

denunciados ante la OIT y en las instancias de conciliación de quejas sobre violación de 

derechos sindicales. 
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Fortalecimiento del diálogo con los interlocutores sociales en materia de libertad 

sindical y negociación colectiva 

38. Dentro de las medidas de fortalecimiento que el Estado de Guatemala ha realizado a través 

del Ministerio de Trabajo y Previsión Social con el apoyo de la Organización Internacional 

del Trabajo (OIT), se encuentra contemplado efectuar talleres de fortalecimiento del 

diálogo social, con los sectores empleadores, trabajadores y entidades gubernamentales. 

39. Se han sometido a la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo para 

estudiar la conveniencia de su posible ratificación de los siguientes convenios de la OIT: el 

Convenio sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, 1978 (núm. 151); el 

Convenio sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 2011 (núm. 189). 

Punto 9: Campaña de sensibilización sobre la libertad sindical 
y el derecho humano al trabajo, a la organización de los 
trabajadores y de los empleadores, en todo el país 

Sensibilización y conciliación entre las entidades del estado, 
con apoyo de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 

40. El Ministerio de Trabajo y Previsión Social ha promovido durante el 2013 la realización de 

eventos sectoriales con la presencia de líderes sindicales y empresariales. El objeto de estas 

actividades es resolver la conflictividad sectorial a través de potencializar y utilizar las 

buenas prácticas de diálogo social y negociación que existen entre las partes. En este 

contexto se constituyó la Mesa de Productividad Bananera del Norte y se realizaron cuatro 

reuniones entre agosto de 2013 y enero de 2014. En el marco de las reuniones de esta 

Mesa, de integración tripartita, y con la presencia del representante del Director de la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT), se hizo énfasis en la necesidad de preservar 

el trabajo decente así como en la importancia de promover el diálogo social y la 

productividad en el sector bananero. El Ministerio de Trabajo y Previsión Social se 

comprometió a que la Inspección General de Trabajo por medio de la Dirección 

Departamental de Izabal intervenga en forma inmediata en cualquier conflicto colectivo 

que afecte la productividad y las buenas relaciones de trabajo entre las partes. Por su parte, 

los representantes sindicales, solicitaron tratar el tema de la libertad sindical, así como el 

respeto y cumplimiento a los pactos colectivos. Tanto los representantes de los 

trabajadores como de los empleadores reconocen y apoyan la iniciativa del Ministerio de 

Trabajo y Previsión Social de compartir este tipo de experiencias, iniciativas y 

mejoramiento de las condiciones sociales y laborales. 

41. Asimismo, dentro de los elementos generales para la Mesa Tripartita de Diálogo del Sur 

Occidente de Guatemala, se establecieron mesas tripartitas de diálogo departamental y la 

Mesa Tripartita de Diálogo del Sur Occidente, las cuales se encuentran conformadas por 

legítimos representantes de trabajadores, empleadores, Gobierno, autoridades de entidades 

autónomas y municipales, para que se conozcan, estudien, propongan y resuelvan los 

temas, conflictos, situaciones, o necesidades de interés y del ámbito del trabajo, la 

producción y el bienestar social y económico de empleadores y trabajadores.  

Comisión de Tratamiento de Conflictos en materia 
de Libertad Sindical y Negociación Colectiva 

42. Añade el Gobierno que en el marco de la Comisión Tripartita sobre Asuntos 

Internacionales del Trabajo, se suscribió el 29 de agosto de 2013 el instrumento que crea la 

«Comisión de tratamiento de conflictos ante la Organización Internacional del Trabajo, en 

materia de libertad sindical y negociación colectiva». Esta instancia permitirá conocer con 

carácter urgente, todos aquellos casos de índole laboral u otros, que representen una 

posible violación a la libertad sindical y la negociación colectiva, previo a que sea 

conocida por el Comité de Libertad Sindical y demás órganos de control de la 

Organización Internacional del Trabajo. Con la creación de instrumentos de cooperación 
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interinstitucional, se fortalece la cooperación y el diálogo y se cumplen los compromisos 

adquiridos por el Gobierno de Guatemala ante organismos internacionales. 

Punto 10: Responsabilidad para la aplicación de la legislación laboral 
por parte de funcionarios públicos y judiciales con el fin de evitar 
el incumplimiento de la ley, incluyendo los patrones recurrentes 

43. Con el fin de dar cumplimiento a los compromisos internacionales, se busca asegurar la 

responsabilidad de los empleadores y los trabajadores en el marco de las leyes laborales, 

nacionales e internacionales. En observancia al punto 10 de la Hoja de ruta, el organismo 

judicial presentó las siguientes iniciativas al Congreso de la República: 

— Iniciativa núm. 4775, que contiene la reforma de la Ley de Servicio Civil, decreto 

núm. 48-99: el 3 de octubre de 2013 el presidente del organismo judicial presentó al 

Congreso de la República esta iniciativa que contempla: a) la implementación de 

nuevos procedimientos éticos y disciplinarios para los jueces y magistrados laborales, 

y b) mejorar la capacitación y el control profesional de los jueces, abogados y otros 

funcionarios implicados en la administración de justicia laboral, incluyendo un 

programa intensivo y permanente de capacitación sobre normas internacionales del 

trabajo con el apoyo de la Organización Internacional del Trabajo. 

— Iniciativa núm. 4691, que contiene la reforma de la Ley de la Carrera Judicial, decreto 

núm. 41-99: el 7 de noviembre de 2013 el presidente del organismo judicial presentó 

al Congreso de la República esta iniciativa de ley que incluye una sanción específica 

que aplicará la Junta Disciplinara de la Carrera Judicial a los jueces laborales cuando 

éstos incurran en negligencia en la ejecución de las órdenes de reinstalación de 

trabajadores despedidos ilegalmente o de otras resoluciones. 

Punto 11: La Oficina de la OIT en Guatemala deberá fortalecerse y apoyar 
a los mandantes tripartitos a fin de aplicar la Hoja de ruta. Se anima 
a la comunidad internacional a que facilite los recursos necesarios para 
que la OIT pueda proporcionar el apoyo y la asistencia necesaria 

44. La oficina de la Organización Internacional del Trabajo en Guatemala se ha constituido 

como el ente encargado de mantener comunicación directa con los órganos de control de 

dicha Organización internacional, así como proporcionar apoyo, asesorar y observar el 

cumplimiento de los acuerdos internacionales. El Estado de Guatemala, a través de sus 

mandantes, se ha comprometido al cumplimiento de dichos acuerdos, así como de la 

aplicación efectiva de los convenios internacionales. El Gobierno de Guatemala ha 

realizado acciones concretas con el fin de darle cumplimiento a lo establecido en la Hoja 

de ruta y cronograma, con el apoyo y participación del representante del Director General 

de la OIT para Guatemala. Su presencia en las diferentes etapas de cumplimiento ha sido 

de gran beneficio para el desarrollo de los procesos de la Hoja de ruta y cronograma, a 

través de la participación en las distintas reuniones celebradas en la Comisión Tripartita, y 

el acercamiento a distintas entidades del Estado, tales como el organismo judicial, en el 

cual ha brindado su valiosa colaboración en la elaboración del proyecto, que contiene la 

propuesta de impartir un diplomado y además de brindar capacitación a jueces, 

magistrados y personal auxiliar de los juzgados y tribunales de trabajo, en materia de 

normas internacionales del trabajo. 

45. El Ministerio de Trabajo y Previsión Social ha realizado solicitudes al representante del 

Director General de la OIT con el fin de que se realicen capacitaciones al personal que 

conforma la Dirección de Asuntos Internacionales de Trabajo, la Inspección General de 

Trabajo y sus delegaciones departamentales, en materia de normas internacionales de 

trabajo, por lo que se prevé que se efectuará un mayor número de solicitudes, en cuanto se 

desarrollen los procesos que emanan de la Hoja de ruta. La Inspección General de Trabajo 

del Ministerio de Trabajo y Previsión Social se ha beneficiado con el apoyo de la OIT, de 
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varias actividades de capacitación impartidas en el 2013 dirigidas a inspectores de trabajo a 

nivel nacional, sobre los siguientes temas: 1) abordaje de asuntos relacionados al VIH y el 

sida en los lugares de trabajo; 2) diagnóstico de los procedimientos de la Inspección 

General del Trabajo; 3) visita técnica al Ministerio de Trabajo de El Salvador; 4) revisión 

final del proyecto de reglamento orgánico interno de la IGT; 5) estructura y 

funcionamiento de la OIT y los convenios fundamentales, y 6) Inspección General de 

Trabajo para la detección y referencia de personas de casos de trata de personas.  

II. Información proporcionada por las organizaciones 
sindicales de Guatemala 

Informe del Movimiento Sindical y Popular Autónomo Guatemalteco 
y Coordinadora de los Sindicatos Globales en Guatemala 

46. Por medio de una comunicación de fecha 22 de febrero de 2014, el Movimiento Sindical y 

Popular Autónomo Guatemalteco y la Coordinadora de los Sindicatos Globales en 

Guatemala remiten sus observaciones con respecto de la aplicación de la Hoja de ruta 

adoptada por el Gobierno de Guatemala en octubre de 2013 en consulta con los actores 

tripartitos del país con miras a agilizar la aplicación del Memorándum de Entendimiento 

firmado por el Gobierno de Guatemala en marzo de 2013 con el Presidente del Grupo de 

los Trabajadores en el Consejo de Administración de la OIT. 

Punto 1 de la Hoja de ruta: seguimiento de la investigación 
de los 58 casos de asesinatos de sindicalistas y demás 
casos denunciados  

47. Las organizaciones sindicales manifiestan lo siguiente: i) el Ministerio Público informó, 

con respecto de algunos asesinatos de sindicalistas, de la remisión a la justicia penal de 

sospechosos, los cuales quedaron sin embargo absueltos por los tribunales por 

insuficiencia de pruebas, lo que demuestra una ineficiente investigación de los hechos 

criminales en contra de sindicalistas; ii) se recibió la información de que la Comisión 

Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) había asumido la investigación 

de 22 de los 58 homicidios denunciados ante el Comité de Libertad Sindical sin que se 

expliquen los criterios de selección utilizados para trasladar dichos casos a la CICIG y sin 

que, a la fecha, se conozcan los resultados de dichas investigaciones; iii) no se tiene 

conocimiento de que se haya solicitado un aumento presupuestario específico para 

asegurar que la unidad especializada de crímenes en contra de sindicalistas sea eficaz, y 

iv) hace falta por lo tanto una política de investigación criminal institucionalizada con 

criterios profesionales éticos, para lo cual se requiere de investigadores e investigadoras 

internacionales que conozcan el contexto en que viven los sindicalistas y que tomen como 

base los Convenios núms. 87 y 98 de la OIT así como la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos.  

48. Las organizaciones sindicales añaden que la clasificación del Ministerio Público según la 

cual, entre los mencionados 58 homicidios, son muy pocos los casos de asesinatos de 

dirigentes o afiliados sindicales, denota la falta de conocimiento de las actividades 

sindicales en el país y de los convenios de la OIT ratificados por Guatemala ya que un alto 

porcentaje de los trabajadores informales en los mercados cantonales y municipales a nivel 

nacional están organizados en sindicatos. Por lo tanto la clasificación del Ministerio 

Público no es correcta ya que no considera como sindicalistas a dirigentes de este sector y 

los clasifica como líderes comunitarios. Expresan adicionalmente su preocupación por el 

hecho de que los casos de asesinatos de sindicalistas sean etiquetados como crímenes 

pasionales o de delincuencia común y que dicha clasificación contribuya a mantener la 

situación de impunidad.  
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49. Por otra parte, las organizacionales sindicales manifiestan que, a pesar de que no se han 

obtenido todos los resultados deseados, el acuerdo de cooperación suscrito entre los 

sindicatos que suscriben este documento y el Ministerio Público ha sido positivo y 

visionario. El reciente fallo judicial acortando el período de nombramiento de la actual 

Fiscal General podría sin embargo ponerlo en peligro, por lo cual resulta muy importante 

que dicho acuerdo se institucionalice con miras a lograr reducir la impunidad vigente. 

Indican que se debe adoptar con urgencia una adenda al acuerdo original con el propósito 

de que las investigaciones estén enmarcadas dentro de una política pública de 

investigación criminal consensuada con las organizaciones sindicales, en respeto irrestricto 

de los Convenios internacionales núms. 87 y 98 de la OIT y sin que dichas investigaciones 

afecten la imagen, la credibilidad y la capacidad organizativa de la organización sindical. 

50. Las organizaciones sindicales señalan finalmente que se está discutiendo un instructivo 

para la investigación y persecución penal efectiva de los delitos cometidos en contra de 

sindicalistas, afiliados y sus instituciones y otros defensores laborales y sindicales. Los 

sindicatos esperan que sea aplicado eficaz y efectivamente y que el nuevo fiscal respete los 

acuerdos y fortalezca la institucionalidad establecida. 

Punto 2 de la Hoja de ruta: expedito enjuiciamiento y condena de los 
autores materiales e intelectuales de los homicidios de sindicalistas 

51. Las organizaciones sindicales manifiestan que de septiembre de 2013 a la fecha los 

tribunales no esclarecieron ninguno de los 65 casos de homicidio de dirigentes sindicales y 

sindicalistas (58 casos llevados a la atención del Comité de Libertad Sindical más siete 

asesinatos adicionales) por lo cual en total los sospechosos identificados siguen siendo dos 

y sigue sin haber condena. Contrariamente al compromiso tomado en la Hoja de ruta, no 

tienen conocimiento de que el Ministerio Público o la Corte Suprema de Justicia hayan 

sometido a tribunales de alto riesgo ningún caso de asesinato de sindicalistas. 

Punto 3 de la Hoja de ruta: fortalecimiento de los mecanismos de 
prevención, protección y reacción en contra de amenazas y atentados 
en contra de líderes sindicales, trabajadores sindicalizados y otros 
que estén tratando de organizarse en sindicatos 

52. Las organizaciones sindicales informan del asesinato, el 5 de enero de 2014, del Sr. Marlon 

Dagoberto Vásquez López, miembro del Sindicato Nacional de Trabajadores de la 

Construcción y Servicios de Guatemala (SINCSCG). Indican que el Ministerio Público 

identificó a un menor de edad como autor material del homicidio pero que no se 

proporcionó ningún dato sobre sus posibles autores intelectuales, por lo cual el crimen 

quedará impune en virtud de que la edad del imputado impide su condena. Reportan que el 

5 de febrero del 2014 fueron intimidadas varias dirigentes y dirigentes del sindicato en 

formación del Comité Olímpico Guatemalteco y que en igual situación están los dirigentes 

del sindicato del RENAP. 

53. Por otra parte, las organizaciones sindicales manifiestan que: i) las mesas de diálogo 

creadas por el Ministerio de Gobernación no han dado resultados y parecerían haber sido 

creadas para justificar una aparente buena voluntad del Gobierno; ii) el 20 febrero de 2014, 

se presentó a la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo (en adelante 

la Comisión Tripartita) el primer borrador de protocolo para la prevención, protección y 

actos en contra de sindicalistas y sus instituciones. Sin embargo, no existe evidencia de 

coordinación interinstitucional para avanzar; iii) persiste el mismo esquema de falta de 

recursos y aún no se conoce un estudio de riesgo para sindicalistas; iv) no existe un plan de 

capacitación en protección personal para los sindicalistas; v) se informó por parte del 

Ministerio de Gobernación, que se habían habilitado dos números telefónicos para 

llamadas en caso de emergencia para hacer las denuncias respectivas en casos de ataques 

contra sindicalistas. Sin embargo, se ha intentado hacer uso de estos números telefónicos, 

pero nadie atiende las llamadas tal como se ha demostrado en el caso del atentado contra 

11 sindicalistas de la empresa Agropecuaria Omagua S.A. Campo Verde el 10 de enero de 

2014, en donde las autoridades públicas se desplazaron sólo después de varios días. 
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Punto 4 de la Hoja de ruta: promover la participación directa 
de las víctimas y de las organizaciones sindicales a lo largo 
de las etapas de la investigación criminal y del proceso penal 

54. Las organizaciones sindicales manifiestan que no se tiene conocimiento de que, a la fecha, 

se le haya otorgado a alguna organización sindical la participación como querellante 

adhesivo. 

Punto 5 de la Hoja de ruta: acciones urgentes tomadas por 
el Gobierno, en consulta con los mandantes tripartitos, para 
proponer enmiendas al Código del Trabajo y a las demás leyes 
pertinentes que incorporen las enmiendas propuestas desde 
larga data por los órganos de control de la OIT 

55. Las organizaciones sindicales manifiestan que recientemente el Ministro de Trabajo 

entregó una propuesta del Gobierno al resto de los integrantes de la Comisión Tripartita, la 

cual está en estudio. Indican que se ha iniciado una campaña pública negativa, en los 

medios de comunicación en relación a las normas laborales que deben ser modificadas por 

solicitud de los órganos de control de la OIT. Como ejemplo, el Ministro de Trabajo en 

fecha 16 diciembre de 2013 adelantó criterio en contra de dichas reformas. Además, 

informó públicamente en distintos medios que el Gobierno no tiene «la obligación» de 

atender las conclusiones o recomendaciones de la Misión de Alto Nivel de la OIT. 

Punto 6 de la Hoja de ruta: reformas legislativas que permitirán a la 
Inspección General del Trabajo cumplir con su mandato de velar 
de manera efectiva por la aplicación de la legislación laboral 

56. Con respecto de la Inspección General del Trabajo, las organizaciones sindicales indican 

que: i) en la elaboración de la Hoja de ruta sobre este punto, hubo un disenso entre los 

trabajadores por una parte que defendieron una posición coincidente con las conclusiones 

de la Misión de Alto Nivel de la OIT que visitó el país en 2013 y, por otra, el Gobierno y el 

sector patronal; ii) las organizaciones sindicales en la Comisión Tripartita hicieron una 

propuesta para fortalecer la capacidad sancionatoria de la Inspección General de Trabajo, 

en coherencia con la conclusión de la Misión de Alto Nivel de la OIT y con el artículo 415 

del Código del Trabajo; iii) la propuesta del sector sindical fue rechazada por el Gobierno 

y por el sector empleador; iv) previamente, el Ministro de Trabajo ya había presentado en 

el Congreso de Guatemala y negociado con el Gobierno de los Estados Unidos de América 

un procedimiento sancionatorio coincidente con las exigencias del sector empresarial y 

contrario a las conclusiones de la Misión de Alto Nivel de la OIT; v) los sindicatos 

rechazan los planteamientos de los empleadores y del Gobierno porque no son la solución 

para hacer cumplir las leyes laborales en Guatemala y porque no son basadas en las leyes 

nacionales; vi) es sorprendente la posición del Estado cuando aceptó en octubre de 2012, 

como consta en el informe del grupo de trabajo sobre el examen periódico universal del 

Consejo de Derechos Humanos de la ONU, «proporcionar al Ministerio de Trabajo la 

autoridad, el personal y los recursos necesarios para aplicar eficazmente la legislación 

laboral en Guatemala». 

Punto 7 de la Hoja de ruta: cumplimiento y ejecución 
de las sentencias de los tribunales laborales 

57. Las organizaciones sindicales manifiestan que: i) continúa la violación del artículo 209 del 

Código del Trabajo sin que haya variado sustancialmente la situación; ii) existen casos en 

donde se reinstala a los despedidos después de ocho o más meses de juicios pero sin que se 

paguen los salarios dejados de percibir. Adicionalmente, los trabajadores beneficiados con 

las resoluciones de reinstalación son despedidos nuevamente a los pocos días tal como es 

el caso de los miembros del sindicato del Registro Nacional de Personas (RENAP) o de los 

miembros de sindicatos de las municipalidades — entre otros —; iii) una buena cantidad 

de funcionarios públicos del poder local y empresarios privados no cumplen con los fallos 

de los jueces de trabajo relacionados a las órdenes de reinstalaciones, cayendo en delito de 
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desobediencia que el Ministerio Público está muy poco dispuesto a perseguir, y 

iv) asimismo, a pesar de los convenios suscritos por el Ministerio de Trabajo — de los que 

tanto se hacen llegar a la comunidad internacional — tanto la Inspección de Trabajo como 

los jueces, no hacen uso de la Policía Nacional Civil para hacer cumplir las órdenes 

administrativas y judiciales. 

Punto 8 de la Hoja de ruta: tomar medidas para el fortalecimiento 
de las instituciones del Estado así como los interlocutores sociales 
en materia de libertad sindical, negociación colectiva y diálogo social 

58. En materia de fortalecimiento del diálogo social, las organizaciones sindicales manifiestan 

que no han sido invitadas, ni se les ha presentado ningún proyecto para desarrollar 

actividades de fortalecimiento del diálogo social. Añaden que la práctica histórica de 

campañas de difamación y desprestigio en contra de los sindicatos guatemaltecos en los 

medios de comunicación no ha variado en los últimos meses. Por ejemplo, el lunes 3 de 

febrero de 2014, un importante periódico publica el artículo denominado «Exceso en la 

libertad sindical afecta inversión». El 14 de diciembre de 2013, se publican caricaturas 

ridiculizando la lucha de sindicalistas en diferentes medios de comunicación. El 16 de 

diciembre de 2013, casualmente en momentos en que el movimiento sindical plantea poner 

en práctica la capacidad sancionatoria de la Inspección General de Trabajo en caso de 

violaciones a las leyes laborales, el Ministro de Trabajo realiza en un medio de 

comunicación social declaraciones contrarias a las reformas solicitadas por los órganos de 

control de la OIT. 

59. Las organizaciones sindicales indican que los compromisos establecidos en el 

Memorándum de Entendimiento así como en la Hoja de ruta no se han cumplido. El 

Ministerio de Trabajo, el Ministerio de Gobernación, el Ministerio Público, el organismo 

judicial, la Procuraduría de los Derechos Humanos continúan trabajando con el 

presupuesto de 2013 ya que el Congreso de la República no aprobó el nuevo presupuesto 

para 2014. Las gestiones del movimiento sindical por alcanzar los objetivos propuestos no 

fueron debidamente atendidas.  

60. Las organizaciones sindicales añaden que si bien la creación en 2012 del Consejo 

Económico y Social (CES) debe considerase como el mayor evento de los últimos años en 

materia de institucionalidad, el Gobierno de la República no le ha asignado los recursos 

fundamentales para su eficaz funcionamiento, a pesar de que la ley del CES establece que 

debe financiarse con recursos de presupuesto nacional. 

61. En el caso de la Comisión Tripartita, las organizaciones sindicales manifiestan que el 

Gobierno y los empleadores se esfuerzan en poner obstáculos a la tomas de decisiones. Por 

ejemplo, con respecto de la Comisión de Resolución de Conflictos no ha habido acuerdo 

para nombrar a un coordinador general por la poca voluntad política de los empleadores, a 

pesar de haberse dado propuestas coincidentes. 

Punto 9 de la Hoja de ruta: importante campaña de sensibilización 
sobre la libertad sindical y el derecho humano al trabajo, a la 
organización de los trabajadores y de los empleadores  

62. Las organizaciones sindicales manifiestan que no se ha implementado ninguna campaña de 

sensibilización sobre el respeto a la libertad sindical. El 4 diciembre de 2013, el 

Movimiento Sindical y Popular Autónomo Guatemalteco y la Coordinadora de Sindicatos 

Globales de Guatemala, entregaron al despacho de la Vicepresidenta de la República una 

carta de solicitud de audiencia para abordar lo relacionado a la metodología para la 

implementación de la citada campaña. A la fecha no se ha atendido dicha solicitud y no se 

vislumbran acciones de cumplimiento. 
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Punto 10 de la Hoja de ruta: propuesta de reformas al organismo judicial 

63. Las organizaciones sindicales manifiestan que: i) a la fecha no se tiene ningún 

conocimiento que se haya presentado el proyecto mencionado en la Hoja de ruta de 

reforma al decreto núm. 41-99 con miras a crear una sanción específica aplicable a los 

jueces laborales cuando incurran en negligencia en la ejecución de las órdenes de 

reinstalación de trabajadores despedidos ilegalmente; ii) no se aplican las medidas 

disciplinarias existentes contra los jueces, lo que mantiene la impunidad en la aplicación de 

la justicia laboral; iii) no se han observado cambios que mejoren la celeridad de los 

procesos judiciales, ni hay acceso a las estadísticas, y iv) los sindicatos tienen 

conocimiento que desde el 2000 se han realizado capacitaciones a los funcionarios del 

organismo judicial y del Ministerio Público, pero no se conocen los resultados, ni tampoco 

se observan cambios de actitud positivos en los operadores de justicia e inspectores de 

trabajo en materia de respeto de la legalidad. 

Temas adicionales 

Persecución antisindical 

64. Las organizaciones manifiestan que continúa la práctica ilegal de despedir a todos los 

trabajadores que participan en la formación de un sindicato, tanto en las empresas privadas 

como en las entidades públicas, municipales, entidades descentralizadas o semiautónomas. 

A modo de ejemplo, se señalan los siguientes casos: Comité Olímpico Guatemalteco, el 

Sindicato de Bomberos Voluntarios, las municipalidades de Ipala, Chiquimula, San Mateo, 

Santo Tomás, La Unión, el Comité Permanente de Exposiciones y el del Zoológico «La 

Aurora». En el caso del sindicato del zoológico se produjeron acciones de intimidación, 

persecución, amenazas, despidos injustificados, peticiones de autorización de despidos 

ante los tribunales de trabajo, discriminación antisindical así como la compra de 

voluntades de afiliados y dirigentes sindicales. Las organizaciones sindicales quieren dejar 

constancia que la Inspección General de Trabajo no puede resolver los conflictos laborales 

por la falta de capacidad de imponer sanciones administrativas a los violadores de las leyes 

y normas laborales. En el caso de los trabajadores y trabajadoras del Registro de 

Información Catastral (RIC), se llegó al extremo de involucrar a todos los fundadores del 

sindicato en un delito que no cometieron y más recientemente, fueron víctimas de control, 

persecución y hostigamiento, y el 30 de enero sufrieron un acto de intimidación por parte 

de personas armadas. 

Registro sindical 

65. Las organizaciones sindicales manifiestan que las condiciones siguen sin variar 

positivamente. Aún continúan procesos de entorpecimiento de parte de autoridades 

públicas contrarias a los Convenios núms. 87 y 98 para evitar la creación y registro de 

organizaciones sindicales como ha sucedido en el seguro social así como en varias 

instituciones del Estado. Estiman particularmente preocupante que el Ministerio de 

Trabajo, sabiendo que estas acciones son ilegales, apoye las gestiones de estos 

funcionarios públicos. En el caso de los trabajadores y trabajadoras del Registro de 

Información Catastral (RIC) mencionado en el párrafo anterior, el Ministerio de Trabajo 

denegó el 14 de febrero de 2014 la inscripción del sindicato. Indican que en el caso de la 

municipalidad de San José, El Rodeo, San Marcos, el Ministerio de Trabajo denegó la 

inscripción del sindicato sólo por el hecho de que algunos de sus miembros son agentes de 

seguridad de la municipalidad. 

Sector de la maquila 

66. Las organizaciones sindicales indican que a la fecha no tienen datos o resultados concretos 

de las visitas que estaría realizando la Inspección General de Trabajo a las empresas de los 

diferentes sectores de la economía. Tampoco se tiene ningún tipo de información sobre el 

nombre de las empresas visitadas, fechas y lugares de las visitas realizadas en el país.  
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Conclusiones 

67. El Movimiento Sindical y Popular Autónomo Guatemalteco y la Coordinadora de 

Sindicatos Globales de Guatemala manifiestan que: 

1) el derecho a la vida en Guatemala es vulnerado, de allí derivan los más de 

65 dirigentes sindicales asesinados, sin esperanzas reales — más allá de los 

discursos — para que se condene a los hechores materiales e intelectuales y se evite 

la repetición de más casos. Con respecto a los mecanismos de prevención o reacción 

ante denuncias por ataques utilizados hasta la fecha, resultan inefectivos e 

disfuncionales según las experiencias que se han tenido; 

2) la libertad sindical en Guatemala continúa siendo atacada y disminuida, generalmente 

con el apoyo de funcionarios públicos y del sector privado. Consecuentemente la 

negociación colectiva es limitada; 

3) el Estado de derecho en Guatemala, continua siendo débil, no existe política o 

voluntades para cambiar ese estado de las cosas, a pesar del clamor de la 

organizaciones sindicales y otras aliñes; 

4) es necesario generar un protocolo de investigación criminal que sea respetado por el 

Ministerio Público y la CICIG en base a los Convenios núms. 87 y 98 de la OIT con 

el objeto de perseguir los crímenes y delitos en contra de sindicalistas sin afectar la 

libertad sindical y la imagen de la organización sindical; 

5) por lo anteriormente expuesto y a la luz de los últimos acontecimiento en contra del 

movimiento sindical así como por la evidente falta de voluntad política del Estado 

guatemalteco, del patrono privado, de las autoridades del poder local, de las 

instituciones autónomas para cumplir con las responsabilidades y compromisos 

adquiridos, las mencionadas organizaciones sindicales demandan la inmediata 

instalación de la Comisión de Encuesta para Guatemala. 

Informe del Movimiento Sindical, Indígena y Campesino Guatemalteco 

68. Por medio de una comunicación de 9 de marzo de 2014, el Movimiento Sindical, Indígena 

y Campesino Guatemalteco (MSICG) manifiesta que la situación de incumplimiento 

sistemático por parte del Estado de Guatemala del Convenio núm. 87 ha continuado 

agravándose, tal como a su juicio lo demuestran los elementos siguientes: i) el 8 de enero 

de 2014, la Corte Suprema denegó, de manera infundada el antejuicio solicitado por el 

MSICG en contra de un juez de primera instancia de trabajo y previsión social del 

departamento de Suchitepéquez por haberse negado repetidamente a dar cumplimiento a 

órdenes firmes de reinstalación de sindicalistas despedidos por ejercer derechos sindicales; 

ii) el 16 de diciembre de 2013, el secretario general del Sindicato de trabajadores 

administrativos y de servicios de la Educación de Guatemala (STAYSEG), sindicato 

afiliado al MSICG fue amenazado de muerte por hombres fuertemente armados 

exhortándole a que abandonara la solicitud, actualmente en instancia ante los tribunales, de 

negociación de un pacto colectivo de condiciones de trabajo con el Ministerio de 

Educación. Se presentó denuncia ante el Ministerio Público sin que se hayan diligenciado 

investigaciones eficaces; iii) se mantiene la negativa del Ministro de Trabajo y Previsión 

Social de proceder a la inscripción legal de la Central Campesina del Sur así como de la 

Central de Trabajadores de la Industria de la Maquila de Guatemala aduciendo que por ser 

un sindicato de industria se necesita que suscriban el acta constitutiva la mitad más uno del 

total de trabajadores de la industria en Guatemala; iv) se mantiene la negativa injustificada 

del Ministro de Trabajo y Previsión Social de proceder a la inscripción de diversos 

sindicatos miembros del MSICG, requiriéndose entre otros que los sindicatos eliminen de 

sus estatutos la posibilidad de afiliar a trabajadores precarios, y v) estos severos retrocesos 

se describen en el Informe sobre Derechos Humanos recientemente publicado por el 

Departamento de Estado del Gobierno de los Estados Unidos de América. 
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69. Con base en lo anterior, el MSICG reitera la necesidad de que se instale una comisión de 

encuesta para el Estado de Guatemala por las graves y sistemáticas violaciones al 

Convenio núm. 87 de la OIT. 

III. Informe del Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, 
Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF)  

70. Por medio de una comunicación de fecha 27 de febrero de 2014, el Comité Coordinador de 

Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF), en 

cumplimiento a la decisión del Consejo de Administración de la OIT, por recomendación 

de su Mesa, manifiesta sobre los avances de la Hoja de ruta, lo siguiente: 

Violencia antisindical (en relación con los puntos 1, 2, 3 y 4 de la Hoja de ruta) 

71. Con relación a las denuncias de crímenes contra sindicalistas presentadas ante los órganos 

de control de la Organización Internacional del Trabajo, y las investigaciones llevadas a 

cabo, el CACIF manifiesta que ha solicitado reiteradamente a la Comisión Tripartita sobre 

Asuntos Internacionales del Trabajo y al Ministerio de Trabajo, formar parte de la mesa 

sindical permanente, que reúne al Ministerio Público, Ministerio de Gobernación, 

Ministerio de Trabajo y organizaciones sindicales, la cual ha ofrecido un espacio de 

diálogo sobre la protección de los dirigentes y miembros de sindicatos. Con su 

incorporación, el sector empleador desea mantenerse informado, aportar y dar seguimiento 

a las investigaciones para que se establezcan responsabilidades y se lleven a cabo los 

procesos judiciales correspondientes de manera imparcial y objetiva, hasta su efectiva 

conclusión y emisión de sentencias. Es importante establecer el móvil y circunstancias en 

que ocurrieron estos hechos. En ese sentido, el sector empleador ha solicitado a los 

órganos competentes que promuevan las acciones necesarias para garantizar el debido 

proceso en todos los casos y aclarar oportunamente cada uno de ellos. 

72. El CACIF indica que el jueves 20 de febrero del presente año, fueron presentados ante la 

Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del Trabajo, por parte del Ministro de 

Gobernación, y la Fiscal General del Ministerio Público los avances en relación a los 

compromisos sobre la Hoja de ruta. En ese contexto, el Ministro de Gobernación informó 

sobre la creación del Protocolo que establece el mecanismo de protección y seguridad 

inmediata para defensores de derechos humanos, el cual establece el otorgamiento de 

seguridad preventiva perimetral o puesto fijo para dirigentes sindicales, para 

posteriormente realizar un estudio de riesgo en cuanto al denunciante. Asimismo, la Fiscal 

General informó sobre el fortalecimiento de la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos 

del Ministerio Público, asignando a la Unidad de Delitos contra Sindicalistas un mayor 

número de investigadores especializados permanentes para mejorar los resultados en 

función de las investigaciones criminales de la Policía Nacional Civil. 

73. El CACIF añade que la Fiscal General dentro del informe presentado, detalló que de los 

58 casos denunciados por muerte violenta de sindicalistas, 28 de ellos se encuentran 

judicializados, en 21 se encuentra agotada la investigación y nueve se encuentran en 

proceso de investigación. Dentro de los 28 casos judicializados, en 13 de ellos se ha 

emitido orden de aprehensión, en seis se ha emitido sentencia, cinco se encuentran 

pendientes de juicio y en cuatro hay extinción de la responsabilidad penal. Se informó 

además, que en el mes de agosto de 2013, se llevaron a cabo capacitaciones impartidas por 

funcionarios de la OIT, incluyendo a la Fiscalía de Delitos contra Sindicalistas e 

investigadores de la Dirección de Investigaciones Criminalísticas (DICRI). Se mencionó 

también que, en el marco del fortalecimiento de las capacidades institucionales, se realizó 

por parte de las instituciones públicas competentes una visita a Colombia, con el objeto de 

compartir experiencias sobre los esfuerzos realizados para disminuir y erradicar la 

violencia contra sindicalistas. Finalmente, se hizo ver que, para el esclarecimiento de las 

denuncias por asesinatos en contra de líderes sindicales, se suscribió un convenio entre el 
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Ministerio Público y la Comisión contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), con el 

objetivo de cooperar y aportar en las investigaciones de dichos casos. 

74. El CACIF manifiesta que el sector empleador de Guatemala espera que las anteriores 

acciones contribuyan a esclarecer los hechos denunciados y a demostrar, tal como sucede 

en varios de los casos con sentencias emitidas, que los mismos, si bien son hechos 

condenables por tratarse de pérdidas de vidas humanas, no tienen como origen la 

persecución sindical. De igual forma, espera su pronta incorporación a todos los espacios 

creados para dar seguimiento a estos casos, para dar efectivo cumplimiento a las consultas 

tripartitas a las cuales está obligado el Estado de Guatemala. 

Reformas al Código del Trabajo (en relación con el punto 6 de la Hoja de ruta) 

75. Con respecto de la solicitud de los órganos de control de la Organización Internacional del 

Trabajo de que se modifique el Código del Trabajo para fortalecer al Ministerio de Trabajo 

y a la Inspección de Trabajo en caso de violación a leyes laborales, el CACIF indica que el 

Presidente de la República presentó al Congreso de la República, la iniciativa de ley 

núm. 4703, para reformar el Código del Trabajo en materia de faltas de trabajo y previsión 

social. Dicha iniciativa fue presentada a la Comisión Tripartita sobre Asuntos 

Internacionales del Trabajo, en donde el sector empleador presentó las observaciones y 

propuestas de modificación correspondientes sobre la base de la legalidad, el respeto al 

debido proceso y al Estado de derecho. 

76. El CACIF puntualiza que el único objeto de las normas sancionatorias es disuadir y 

castigar infracciones a la ley objetiva. La imposición de las sanciones en caso de que no 

logre conciliarse y subsanarse en la fase administrativa, queda reservada a la jurisdicción 

privativa, como lo ordena la Constitución Política de la República y la sentencia de la 

Corte de Constitucionalidad de 2004. En ese sentido, es destacable que la iniciativa 

presentada es positiva en el sentido que representa un procedimiento judicial expedito que 

garantiza por una parte el derecho de defensa del supuesto infractor, sobre la base ya 

referida que todos los conflictos relativos al trabajo están sometidos a jurisdicción 

privativa de los tribunales de trabajo y previsión social, pero dando mayor relevancia a la 

actuación de los inspectores de trabajo en la persecución de la imposición de la sanciones 

respectivas. 

Fortalecimiento al diálogo social (en relación con los puntos 8, 9 y 11 
de la Hoja de ruta) 

77. Al respecto, el CACIF manifiesta que existen avances suficientes y consistentes en el 

cumplimiento de las normas nacionales e internacionales en materia laboral que se ven 

reflejados en las reuniones de la Comisión Tripartita sobre Asuntos Internacionales del 

Trabajo en cumplimiento a lo establecido en la Hoja de ruta. Se programó por parte del 

Ministerio de Trabajo una calendarización para tratar y dialogar sobre las acciones 

establecidas dentro de la Hoja de ruta. En ese sentido, la Comisión Tripartita sobre 

Asuntos Internacionales del Trabajo, intensificó sus reuniones semanales, y desde el mes 

de noviembre de 2013 la Comisión se reúne todos los martes y jueves, para darle 

continuidad y seguimiento a lo acordado, como parte del fortalecimiento al diálogo social 

tripartito. El CACIF señala que ha sido en esta mesa donde se han tomado acciones, 

elaborando instrumentos para garantizar el cumplimiento de la ley laboral traducidos en 

acuerdos ministeriales, para el fortalecimiento de los procedimientos de la Inspección 

General de Trabajo, así como las propuestas de reformas al Código del Trabajo 

mencionadas anteriormente. En esa línea, se creó la Comisión de Tratamientos de 

Conflictos ante la OIT en materia de libertad sindical y negociación colectiva, conformada 

por un delegado titular y un suplente de cada sector, los cuales ya han sido nombrados. 

Actualmente se está llevando a cabo un proceso de selección de mediador a través de un 

perfil discutido dentro del tripartismo. 
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78. El CACIF indica que el sector empleador ha participado en las reuniones programadas en 

la Comisión Tripartita, manifestando su compromiso por fortalecer las capacidades de 

propuesta y participación tripartita, dentro de los mecanismos representativos y efectivos 

de diálogo social, que permitan dar el debido cumplimiento al Estado de derecho, 

respetando la legislación vigente y dando cumplimiento a los tratados internacionales en 

materia laboral ratificados por Guatemala, particularmente los Convenios núms. 87 y 98. 

79. El CACIF manifiesta adicionalmente que dentro de los esfuerzos en materia de diálogo 

social, conviene resaltar la Mesa de Productividad en el Departamento de Izabal, integrada 

por autoridades de Gobierno, representantes de los trabajadores y representantes del sector 

empleador. La Mesa de Productividad del Departamento de Izabal es un precedente 

importante que ha logrado un espacio de diálogo sostenido entre las partes. El CACIF 

indica que los representantes del sector empleador están a favor del diálogo efectivo y la 

construcción de consensos, pero aún hay desconfianza y las condiciones para generar 

empleo son adversas. En efecto, aunque el proceso de diálogo social ha contribuido a 

disminuir las medidas de hecho, persisten huelgas ilegales y acciones de hecho que 

impiden adoptar nuevas formas de producción para regularizar la actividad económica y 

estabilizar los indicadores de productividad en la zona. 

80. El CACIF añade que la conformación de la mencionada mesa es un buen inicio para el 

fortalecimiento de los espacios de diálogo, pero se requiere de un proceso de maduración y 

mejoramiento, sobre las malas prácticas, para que el mismo pueda continuar en el 

mejoramiento de la productividad y crecimiento en las fuentes de empleo. Insta a los 

demás actores de este mecanismo a agilizar el proceso, a concentrar sus esfuerzos en 

buscar soluciones específicas para la región y a facilitar las condiciones reales que 

permitan el funcionamiento regular de la actividad económica en el departamento 

de Izabal. 

81. Finalmente, el sector empleador saluda los esfuerzos realizados por el Gobierno de la 

República de Guatemala, reflejados en su informe presentado ante la Comisión Tripartita 

sobre Asuntos Internacionales del Trabajo celebrada el 27 de febrero de 2014, reitera el 

respaldo y apoyo al proceso de seguimiento derivado de la queja interpuesta en contra del 

Estado de Guatemala, con fundamento en el artículo 26 de la Constitución de la 

Organización Internacional del Trabajo, y valora muy positivamente la destacada labor 

desarrollada por el representante del Director General de esta Organización en el país, 

Dr. Sergio Paixao Pardo. 


